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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Luz Marina Alzate Alzate en contra de la Dirección  de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional por la presunta violación de sus derechos fundamentales mínimo vital, dignidad humana y la seguridad social.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó la señora Luz Marina Alzate Alzate que se encontraba afiliada en salud a la EPS COOMEVA, pero en el año 2008 debió trasladarse la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional a raíz de haber recibido la pensión de sobrevivientes de su esposo, quien era Mayor de la Policía Nacional, pero que de todos modos cuenta con medicina prepagada con  COOMEVA.

Indicó la accionante que sufrió a finales del año 2014 presentó varias molestias que la llevaron a practicarse exámenes, los que arrojaron según valoración de su médico tratante en febrero de 2016, el diagnóstico denominado “estenosis ósea de canal neural y trastorno de disco lumbar y otros, con radiculopatía” con los que el especialista de COOMEVA medicina prepagada le prescribió el procedimiento “descompresión y artrodesis con implantes tipo TLIF y tornillos transpediculares” con otros insumos como “matriz ósea desmineralizada o sustituto óseo tipo Putty 10cc” y que este último debía ser cubierto por la Dirección de Sanidad de Policía Nacional.  
Por lo tanto, la actora señaló que se dirigió en el mes de marzo de 2016 a la Dirección de Sanidad de Risaralda para realizar el procedimiento de autorización de los servicios señalados, debiendo asistir a varias citas médicas y  el 13 de julio de 2016 el doctor José Bernardo Vaca Villanueva especialista en ortopedia de columna confirmó el diagnóstico anterior y le ordenó “fusión del segmento con técnica de TLIF” con los respectivos insumos, entre estos “la matriz ósea demineralizada o sustituto óseo tipo Putty 10cc”.

Expuso que luego de presentar varios derechos de petición ante la entidad accionada para que le realizaran la cirugía descrita junto con los elementos necesarios, recibió una llamada telefónica en donde le informaron que se le  había programado la intervención quirúrgica para el 2 de noviembre de 2016.  Al respecto, la accionante solicitó que le fuera practicada la cirugía en Comfamiliar de Pereira, petición que fue despachada negativamente con el argumento de que Sanidad de Risaralda no tenía contrato con esa IPS.

Ante todos los inconvenientes descritos y la necesidad de continuar su labor como odontóloga, la actora decidió volver a COOMEVA medicina prepagada para que en aras de mejorar su salud para que esa entidad le realizara la “descompresión y artrodesis con implantes tipo TLIF y tornillos transpediculares”, asumiendo el costo del insumo “la matriz ósea demineralizada o sustituto óseo tipo Putty 10cc” correspondiente a $5.766.395.

2.2.  Por lo anterior, la accionante consideró que la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda vulneró sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana y seguridad social.

2.3.  En el acápite de pretensiones la actora, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales antes mencionados, ii) ordenar a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda que le cancele la suma de $5.766.395 por concepto de insumo “matriz ósea demineralizada o sustituto óseo tipo Putty 10cc”  el cual decidió sufragar ante el estado inminente en que se encontraba para la práctica de la cirugía y iii) que se le permita su vinculación nuevamente ante la EPS COOMEVA, entidad a la que ha estado afiliada desde el año 1994 y por cuanto el servicio de salud prestado por la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional no ha sido satisfactorio, ni eficiente, ni oportuno, además, porque su enfermedad requiere permanente atención y tratamiento.
2.4. Adjuntó como pruebas las allegadas con la demanda, visibles a folio 6 al 53.

2.5. Mediante auto del 16 de enero de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional (folio 56). 
2.6.  Mediante auto del 25 de enero de 2017 se dispuso vincular al presente trámite al gerente de la EPS COOMEVA (Fls. 69).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. DIRECCIÓN DE SANIDAD SECC. RISARALDA- POLICÍA NACIONAL
Informó que la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional mediante la Resolución No.712 del 21/12/2015 regula el funcionamiento del Comité Central de Reembolsos, los Comités Locales de Reembolsos de las Seccionales y Áreas de Sanidad de esa entidad.  En tal sentido, la Seccional de Sanidad Risaralda tiene conformado un Comité Local de reembolsos que realiza sesión ordinaria una vez cada mes, en el cual se toma decisión  unánime, una vez analizados los casos que se presenten.

Hizo referencia a las normas que rigen el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y de la estructura del Subsistema de Salud de la Policía Nacional.

Precisó que a la accionante nunca le fueron negados los servicios de salud, por el contrario, se le brindaron opciones para realizar el procedimiento, una de las cuales fue con la Clínica del Café de Armenia, entidad con la cual se tiene contrato.

Indicó que la actora debe iniciar el trámite de solicitud de reembolso de acuerdo a lo estipulado en la Resolución No.712 de 2015, la cual no ha radicado, con el fin de que el Comité respectivo analice y emita un concepto para recomendar al ordenador del gasto la aprobación, aplazamiento o rechazo de la misma.
Por lo tanto, consideró que esa dependencia no ha vulnerado derechos fundamentales a la actora y como consecuencia de ello, solicitó negar por improcedente el amparo invocado.  (Fls. 64 y 65)

3.2. DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL

Se refirió a las reglas que señalan las funciones del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, así como las facultades de delegación y desconcentración de las mismas para concluir que corresponde al Área de Sanidad de Risaralda liderada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Tolosa gestionar lo pertinente a al presente acción de tutela.  (Fls. 66 y 67)

3.3. La EPS COOMEVA no se pronunció frente a los hechos expuestos en la demanda, pese a haber sido vinculada al presente trámite, decisión que fue notificada mediante correo electrónico del 25 de enero de 217 (folio 71).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandada y vinculada han vulnerado los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana y seguridad a la señora Luz Marina Alzate Alzate, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4.1.  En tal sentido, la acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (Subrayas nuestras)
4.5. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido que por regla general la acción de tutela, en razón de su naturaleza subsidiaria y residual, no es el mecanismo adecuado para solicitar el reembolso de prestaciones de naturaleza económica, tal como se refirió dicho Tribunal en la Sentencia T-925 de 2014:
 
“En este sentido, ha dicho que: “la tutela resulta improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, toda vez que la presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud en la que pudo incurrir la entidad que tiene a su cargo la prestación de dicho servicio se entiende superada, aunado al hecho de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para obtener el pago de estas sumas[11]”
 
Lo anterior, ha sido sostenido y fundamentado en que: “(i) la vulneración o amenaza del derecho fundamental a la salud, se entiende superada cuando la persona accede materialmente al servicio requerido; y (ii) existe otra vía judicial para que se obtenga el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y que considera que legalmente no está obligado a asumir, ya sea en la jurisdicción ordinaria laboral o en la contenciosa administrativa, en las discusiones de los empleados públicos sobre asuntos de la seguridad social cuando el régimen sea administrado por una persona de derecho público, según lo establece la ley 1437 de 2011[12]”. 
 
5.                De lo anterior,  se concluye que, por regla general, no procede la tutela para el reembolso de gastos médicos, porque su propósito es la salvaguarda de los derechos fundamentales ante eventuales vulneraciones o amenazas ocasionadas por la acción u omisión de entidades, públicas o privadas, que tienen el deber constitucional y legal de prestar el servicio público de salud.
 
Cuando la debida atención médica ya ha sido suministrada, garantizándose con ello la protección de los derechos en conflicto, en principio, no es factible tutelar los derechos a la salud y a la seguridad social, en tanto que la petición se concreta en la reclamación de una suma de dinero. Es por ello, que el camino constitucional y legal adecuado para tramitar este tipo de controversias es la jurisdicción ordinaria o inclusive el de acudir ante los organismos de control y vigilancia, como la Superintendencia Nacional de Salud[13].
 
6.                En síntesis, por regla general, la acción de tutela que se dirige a obtener el reembolso del dinero de las atenciones en salud que tuvo que costear el paciente y su familia es improcedente cuando se prestó el servicio, porque la petición se concreta en reclamar una suma monetaria. Esta petición es contraria al propósito de la acción de tutela que se reduce a la protección de los derechos fundamentales ante la vulneración o amenazas derivadas de las acciones u omisiones de las entidades encargadas de prestar el servicio de salud. Aunado a lo anterior, el actor cuenta con medios judiciales ordinarios a los que puede acudir con miras a satisfacer su pretensión, situación que torna improcedente el amparo.
 
7.                Sin perjuicio de lo anterior, la Corte también ha reconocido que excepcionalmente procede la acción de tutela para el reembolso de prestaciones económicas.
 
Lo mencionado, sucede cuando i) los mecanismos judiciales establecidos para dicha finalidad no sean idóneos según las circunstancias específicas del caso; (ii) la empresa prestadora del servicio de salud haya negado o dilatado el suministro de la atención médica sin justificación legal; y (iii) exista orden del médico tratante que sugiera el servicio requerido[14].
 
De igual manera, esta Corporación subraya que la finalidad del amparo de tutela, se concreta en garantizar a los pacientes el goce del derecho fundamental a la salud en el que se cubran los gastos de las prestaciones requerida por los usuarios.
 
8.                En conclusión, por regla general, y dada la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela, ésta resulta improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, cuando la petición consiste en la reclamación de una suma de dinero, lo que naturalmente desborda la competencia del juez de tutela. Sin embargo, es claro que excepcionalmente concurren circunstancias especiales que ameritan la intervención del juez constitucional, para que éste pueda aplicar las reglas jurisprudenciales y con ello determine la procedencia del amparo solicitado, más aún cuando se vea conculcado el derecho fundamental mínimo vital.”
 
4.6. Con respecto a la procedencia excepcional de la acción de tutela para reclamar el reembolso de gastos médicos, la Corte Constitucional en la Sentencia T-148 de 2016 indicó que en principio, la acción de tutela es improcedente para el obtener el reembolso de gastos médicos, toda vez que la presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud (en la que pudo incurrir la EPS) se entiende ya superada con la prestación del mismo. A lo anterior, se suma el hecho de que el ordenamiento jurídico tiene previstos otros mecanismos de defensa judicial a los que puede acudir el usuario para obtener el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y respecto de los cuales considera que legalmente no está obligado a asumir. Sin embargo, esa Corporación ha reconocido que hay circunstancias especiales que ameritan la intervención del juez constitucional, de manera excepcional, para obtener el reembolso del dinero pagado por servicios de salud no suministrados por las EPS, en los siguientes casos:
“(i)   Cuando se niegue la prestación de un servicio de salud incluido en el Plan Obligatorio de Salud, sin justificación legal.
 
Sobre este aspecto, conviene reiterar que el acceso a cualquier servicio de salud cuya prestación se requiera y que se encuentre previsto en los Planes Obligatorios de Salud, es derecho fundamental autónomo. De tal suerte que su negación comporta la vulneración del derecho a la salud, y, en esa medida, es posible acudir al juez de tutela, en procura de obtener su protección.
  
(ii)  Cuando dicho servicio haya sido ordenado por médico tratante adscrito a la E.P.S. encargada de garantizar su prestación.
 
Por regla general, para que proceda la autorización de un servicio de salud se requiere que el mismo haya sido ordenado por un médico adscrito a la EPS encargada de garantizar su prestación. No obstante, de forma excepcional, es posible ordenar su suministro, incluso por vía de tutela, aun cuando aquel haya sido prescrito por un médico particular, cuando el concepto de este último no es considerado por la EPS, ni para controvertirlo ni para confirmarlo.
 
En otras palabras, es procedente la orden de rembolso de gastos médicos por vía de tutela cuando el servicio requerido fue prescrito por un médico particular, siempre y cuando la EPS obligada a su prestación, no haya controvertido dicha opinión médica con base en criterios científicos o técnicos, y el servicio se requiera con necesidad.
 
De lo anterior, la Sala concluye que, por regla general, no procede la acción de tutela para el reembolso de gastos médicos (reclamación de una suma de dinero), toda vez que siendo su propósito la salvaguarda de los derechos fundamentales ante eventuales vulneraciones o amenazas ocasionadas por la acción u omisión de entidades (públicas o privadas - que tienen el deber constitucional y legal de prestar el servicio público de salud), en principio, no es factible tutelar los derechos a la salud y a la seguridad social, cuando la debida atención médica ya ha sido suministrada, garantizándose con ello la protección de los derechos en conflicto.
4.7.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)
4.8. DEL CASO EN CONCRETO

4.8.1. En el caso sub examen, observa la Sala que la señora Luz Marina Alzate Alzate acudió al juez de tutela con el fin de que se ordenara a la Dirección de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional el reconocimiento de los costos generados en que incurrió con ocasión al insumo “matriz ósea o sustituto óseo tipo Putty 10cc”, necesario para la práctica de la intervención quirúrgica “descompresión y artrodesis, con implantes tipo TLIF y tornillos transpedicualres”.

4.8.2.  Existe constancia de la auxiliar de Magistrado que da cuenta de la conversación telefónica que sostuvo con la señora Alzate Alzte, quien informó que ante los múltiples padecimientos en su salud por sufrir “estenosis ósea del canal neural y trastorno de disco lumbar y otros” y por la “negligencia” y demora de la entidad demandada para realizarle la cirugía antes descrita, se vio en la obligación de solicitar a COOMEVA medicina prepagada que llevara a cabo la intervención quirúrgica ordenada por el especialista en ortopedia, José Bernardo Vaca Villanueva, quien está adscrito tanto en COOMEVA como en la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, la que se practicó en la Clínica Comfamiliar en diciembre de 2016, debiendo la actora asumir particularmente el valor del sustituto óseo por un valor de $5.766.395 suma que considera debe ser reembolsada por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, por cuanto debió solicitar un préstamo para cubrir el valor referido.  Así mismo, reiteró que la acción de tutela también está encaminada a que el juez la autorice para que se pueda afiliar a la EPS COOMEVA, argumentando que el servicio de salud por parte de la demanda no ha sido satisfactorio. (Folio 73)
4.8.3. Vistas así las cosas y de conformidad con las demás pruebas que obran dentro de la foliatura, la Sala advierte que la primera de las solicitudes esbozadas por la accionante se concreta en el reintegro de la suma de $5.766.395, lo cual no hace procedente el amparo constitucional si se tiene en cuenta que el propósito de esta acción es la salvaguarda de los derechos fundamentales, y en este asunto, la actora ya fue intervenida quirúrgicamente en una entidad diferente a la cual se encuentra afiliada, luego de que rechazara la opción que Sanidad Risaralda de la Policía Nacional le había otorgado de operarla en la clínica del Café en el municipio de Armenia, Quindío.   Al respecto, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

“(i) la vulneración o amenaza del derecho fundamental a la salud, se entiende superada cuando la persona accede materialmente al servicio requerido; y (ii) existe otra vía judicial para que se obtenga el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y que considera que legalmente no está obligado a asumir, ya sea en la jurisdicción ordinaria laboral o en la contenciosa administrativa, en las discusiones de los empleados públicos sobre asuntos de la seguridad social cuando el régimen sea administrado por una persona de derecho público, según lo establece la ley 1437 de 2011”. (Ver Sentencia T-148 de 2016)
 
Así mismo,  la Corte Constitucional en la Sentencia T-346 de 2010 sostuvo lo siguiente:
“la tutela es improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, toda vez que la presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud en la que pudo incurrir la entidad que tiene a su cargo la prestación de dicho servicio se entiende superada, aunado al hecho de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para obtener el pago de estas suma”. 
4.8.4. Por lo anterior, la Sala concluye que la acción de tutela no se creó para la reclamación de una suma de dinero o para resolver controversias de naturaleza económica, máxime que existen otros mecanismos para pretender dichas prestaciones y que no han sido agotados, ya que la accionante interpuso la demanda de amparo directamente, sin haber radicado la respectiva reclamación monetaria a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda. 
4.8.5.  En relación al segundo pedimento de la accionante y que tiene que ver con que el juez de tutela la autorice a vincularse nuevamente a la EPS COOMEVA, debe advertirse que si bien existe el derecho a la libre escogencia de entidades prestadoras de salud, también lo es que la señora Alzate Alzate no acreditó mediante prueba documental alguna de haber radicado ante la Dirección de Sanidad de Risaralda su desafiliación al Subsistema en Salud Especial para poder ingresar a la EPS COOMEVA.  De tal manera, que al no puede predicarse vulneración de tal prerrogativa por parte de la Dirección demandada.
4.8.6.  Aunado a lo anterior, la señora Alzate Alzate no demostró estar frente a un daño inminente como para que proceda la acción constitucional de manera transitoria, ni  probó vulneración al derecho fundamental al mínimo vital, habida cuenta que la misma no sólo cuenta con una pensión de sobrevivientes, por el fallecimiento de su esposo el señor Hernando Cano Castaño, sino que labora como odontóloga, quien se encuentra afilada al Subsistema de Salud de la Policía Nacional desde el año 2008. En relación a las circunstancias que se configuran  un menoscabo irreparable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 ha señalado que el juez de tutela en el caso en concreto debe advertir las siguientes:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”  (Subrayas originales)
En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela, ni aun como mecanismo transitorio, dada la existencia de otro medio de defensa, no pudiendo prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la señora Luz Marina Alzate Alzate
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por la señora Luz Marina Alzate Alzate en contra de la Dirección de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional.
SEGUDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.
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